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Resumen y Abstract IX 
 
Resumen 
A partir de los conceptos de burocracia planteados por Max Weber y de los resultados de 
los estudios adelantados por Transparencia Internacional, se propone un análisis de la 
gestión pública colombiana actual, a través del caso Nule, que permite reflejar las 
prácticas ilegitimas de la administración pública en nuestro país, en donde se identifican 
cada una de las formas de corrupción, como operan y permean la toda la administración 
colombiana incluso, se refleja como subsisten con el beneplácito de los órganos de 
control. 
Con este trabajo se llega a concluir que los componentes de esta práctica coinciden en 
nuestra realidad con los análisis realizados por la Oficina de Transparencia Internacional 
y además se evidencia su presencia en todos los aspectos de la vida social, política y 
económica del país. 
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Abstract 
From the concepts of bureaucracy posed by Max Weber and the outcomes of the studies 
developed by International Transparency, an analysis of the current Colombian public 
management, through the Nule case, is proposed exposing the practices of illegal public 
administration in our country, where each one of the corruption patterns are identified, 
explaining how they operate and permeate the whole Colombian administration, even 
how they still remain with the regulatory bodies' approval. 
This work brought to the conclusion that the constituents of this practice match in our 
reality with the analysis carried out by the International Transparency Office and in 
addition, the evidence of its presence in all social, political and economic aspects of the 
country's life. 
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 Introducción 
Este estudio cobra gran relevancia y vigencia en un momento en el que la Administración 
Pública se encuentra cuestionada por constantes casos de corrupción; a diario se conoce 
que las finanzas públicas se ven menoscabadas por la malversación o desvío de fondos, 
llevando a que se pierdan sus principios y no logre sus objetivos, ni consiga los 
resultados requeridos para el cumplimiento de su misión. 
 
No resulta fácil teorizar sobre corrupción, tal vez porque sus causas son múltiples y 
diversas, porque opera de una forma soterrada, o porque sus protagonistas son difusos y 
no siempre visibles; adicionalmente, pese a la importancia en la incidencia para la 
gestión pública moderna, no existen estudios teóricos serios sobre el tema. 
 
Por ello, este trabajo pretende ser una aproximación a este comportamiento, tomando 
como punto de partida un estudio de caso que permitirá identificar algunas de sus 
formas, causas y así mismo, también revisar el perfil de los involucrados directamente, 
determinando a su vez algunos de los efectos que puede tener este tipo de 
comportamientos en la gestión pública moderna. 
 
El estudio del caso propuesto permite verificar el entorno de un problema complejo de 
nuestra sociedad en todas sus manifestaciones, desde el interior de las Entidades 
involucradas, así como en los entes de control, y que afecta a su gran mayoría, no 
solamente en la parte económica por el tema de impuestos mal invertidos y el pobre 
seguimiento de la inversión, sino que adicionalmente frena el progreso de un país como 
el nuestro, en vía de desarrollo en donde las inversiones de tipo social son 
fundamentales para cimentar el crecimiento y desarrollo social, económico y político, así 
como su integración con el mundo.  
 
Soportado en la Teoría de la Burocracia planteada por Marx Weber del siglo XX y cómo 
funciona la burocracia hoy día en otros países, se hará un análisis de lo que es la 
2 Introducción 
 
estructura administrativa colombiana, indicando cuáles son sus fines y principios, cuál es 
el papel que se cumplen en la vigilancia de los mismos, en los diferentes órganos de 
control y si éstos son suficientes e independientes, de tal manera que nos permita llegar 
a unas conclusiones que evidencien las prácticas ilegitimas más comunes en nuestro 
sistema administrativo, así como la incidencia que tienen en el que hacer de la función 
pública colombiana. 
 
Con los ejemplos presentados dentro del presente estudio de caso, puede verse cómo la 
organización del Estado en algunos casos es ajustada para beneficio de unos pocos, 
mediante la implementación de dichas prácticas ilegítimas. Es importante resaltar que los 
ejemplos mencionados, son tomados de los diferentes medios de comunicación y aportes 
periodísticos, teniendo en cuenta que los hechos y sus protagonistas, actualmente se 
encuentran en procesos de investigación de tipo penal y disciplinario, con reserva 
procesal que impiden ir más allá del conocimiento que se tiene al público en general. 
  
 
1. Marco teórico 
1.1 La burocracia y la gestión pública. 
1.1.1 Teoría Max Weber. 
Cuando se habla de Burocracia, es necesario hacer referencia a Max Weber como 
precursor de esta teoría administrativa (Weber, 2005), que concibe la burocracia como 
una forma organización humana eficiente basada en la racionalidad, en la adecuación de 
los medios a los objetivos pretendidos, con el fin de garantizar la máxima eficiencia en la 
búsqueda de estos; la racionalidad implica una estructura casi científica que cumple con 
unos propósitos prediseñados.  
 
Para Weber, el poder tiene diferentes manifestaciones: aquí surge la teoría de las 
tipologías del poder; la primera, hace referencia a la autoridad, refiriéndose a las fuentes 
y tipos de legitimidad; el segundo, es la burocracia que proporciona una forma de 
organizar personas y actividades, con el fin de alcanzar objetivos; se enfatiza en la 
organización racional y eficiente, en función de determinados objetivos. Por último, la 
autoridad legal, racional o burócrata, en donde predominan las normas impersonales y 
una racionalidad en la escogencia de los medios y los fines, está basada en que los 
subordinados aceptan órdenes de sus superiores y las asumen como justificadas, porque 
están de acuerdo con un conjunto de principios y normas que se consideran legítimos y 
de los cuales se deriva el poder de mando; el grupo gobernante es elegido y ejerce 
autoridad sobre sus subordinados, siguiendo ciertas normas y leyes; esta es la tipología 
que resulta relevante para nuestro caso. 
 
De acuerdo al estudio de Weber, la burocracia presenta las siguientes características: 
 
 El carácter legal de las normas y reglamentos, las cuales están por escrito, son 
racionales, porque son coherentes con los objetivos previstos. 
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 El carácter formal de las comunicaciones, en especial escritas para garantizar la 
comprobación y la documentación adecuada; utiliza rutinas y formatos para facilitar 
dicha labor y asegurar su cumplimiento. 
 El carácter racional y de división del trabajo, la cual se ajusta a una racionalidad y 
está adecuado a los objetivos por alcanzar; cada participante pasa a tener su cargo, 
funciones, campo de actuación y responsabilidad específicos. 
 La impersonalidad en las relaciones; cada persona se deriva del cargo que ocupa, es 
decir que las personas vienen y se van, pero los cargos y las funciones permanecen. 
 Jerarquía de la autoridad; cada cargo inferior debe estar bajo el control y supervisión 
de uno superior, es decir que ningún cargo queda sin control o supervisión. 
 Rutinas y procedimientos estandarizados; las reglas y normas técnicas regulan la 
conducta de quien ocupa cada cargo y sus actividades deben ejecutarse de acuerdo 
a los procedimientos fijados. 
 Competencia técnica y meritocracia; la escogencia se lleva a cabo mediante la 
aplicación de concursos, exámenes, pruebas y títulos tanto para la admisión como el 
ascenso. 
 Especialización de la administración; los miembros del campo administrativo deben 
estar separados de la propiedad de los medios de producción. 
 Profesionalización de los participantes; el funcionario es un especialista en las 
actividades a su cargo, es asalariado, nominado por un superior jerárquico, tiene 
mando por tiempo indeterminado, es fiel a su cargo y hace carrera en la organización. 
1.1.2 Crisis de la teoría Weberiana de burocracia. 
A pesar del planteamiento expuesto, Weber notó la fragilidad de la estructura burocrática, 
que enfrenta un dilema típico; existen presiones de fuerzas externas para obligar al 
burócrata a seguir otras normas diferentes a las de la organización y el compromiso de 
los subordinados con las normas burocráticas, tienden a debilitarse. 
 
Sin embargo, existen consecuencias imprevistas que llevan a la ineficiencia e 
imperfecciones del sistema Burocrático, dado que el tipo ideal de burócrata, sufre 
transformaciones cuando es operado por los hombres, generando disfunciones como las 
que se presenta a continuación: 
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 Interiorización de las normas, exagerando el apego a los reglamentos; es decir que el 
funcionario se vuelve un especialista no en sus tareas, sino por conocer 
perfectamente las normas y reglamentos propios de su cargo. 
 Formalismo y papeleo excesivo. 
 Resistencia al cambio; el funcionario se acostumbra a la estabilidad y repetición de 
aquello que hace. 
 Despersonalización de las relaciones; no se consideran los funcionarios como 
personas, sino como ocupantes del cargo. 
 Jerarquización como base del proceso de decisión; quien decide es siempre aquel 
que ocupa el puesto jerárquico más alto, aunque no sepa del problema a resolver. 
 Súper conformidad con rutinas y procedimientos; el funcionario se limita al 
desempeño mínimo, pierde iniciativa, creatividad e innovación. 
 Exteriorización de signos de autoridad, se refiere a la exposición de estatus. 
 Dificultad en la atención de clientes y conflictos con el público, porque el funcionario 
se orienta hacia el interior de la organización, a sus normas y reglamentos internos, 
rutinas y procedimientos y al superior jerárquico que lo evalúa. 
1.2 Cómo funciona la burocracia en la administración 
pública moderna. 
 Al realizar una revisión sobre los sistemas burocráticos de países desarrollados (Ferrel, 
2000), se puede establecer que tanto Francia como Alemania, presentan un modelo 
administrativo de herencia política y similitudes administrativas, con un desarrollo político 
relativamente estable. Países como Gran Bretaña y Estados Unidos, en continuo 
desarrollo o de primer nivel de desarrollo, presentan una cultura cívica participativa y 
pluralista. 
 
Por ejemplo, Gran Bretaña presenta un sistema administrativo unitario y parlamentario, 
compuesto por personal de carrera administrativa para funciones de oficina, ejecutivas y 
administrativas, con una burocracia simétrica, prudente, articulada, cohesiva y poderosa. 
Las decisiones están a cargo del poder ejecutivo, en este caso la corona y el funcionario 
se encuentra a cargo del Ministerio, con características de imparcialidad y anonimato, 
obligado a poner en práctica cualquier decisión que se toma. Se resalta que el empleado 
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público de rango, por lo general no abandona su carrera para servir a otras elites de la 
sociedad o participar activamente en la política partidaria.  
 
En el caso de Estados Unidos, el sistema político está compuesto por el 
Constitucionalismo (confiere y limita los poderes), el Federalismo (funciones divididas 
entre gobierno y Estado) y el presidencialismo (ejerce el poder ejecutivo). La selección de 
los funcionarios se lleva a cabo por competencia demostrada (trayectoria profesional) y 
no por proyección, buscando un servicio público más cerrado, con mayor experiencia, 
continuidad y estabilidad. Los funcionarios están sujetos a importantes limitaciones en 
cuanto a actividades políticas partidarias. La participación burocrática en la formulación 
de política está más a la vista del público; en general el empleado público cuenta con alto 
prestigio y es duradero en su cargo; se convierte en una figura pública. 
 
Puede decirse entonces, que en Estados Unidos la burocracia es más competitiva 
internamente, menos coherente, menos poderosa pero más dinámica. El Congreso es la 
principal fuente de control por poder constitucional, quien a través de una agencia 
independiente y no partidista “(Government Accountability Office (GAO) u Oficina de 
Rendición de Cuentas”, investiga. La GAO tiene su inicio en 1921. Ese año, la Ley de 
Presupuesto y Contabilidad transfirió las responsabilidades de auditoría, contabilidad, y 
las funciones de las reclamaciones del Departamento del Tesoro a un nuevo organismo.  
 
La GAO fue creada debido al desorden en la gestión financiera del gobierno federal 
después de la Primera Guerra Mundial, dado que el gasto en tiempos de guerra había 
hecho subir la deuda nacional, y el Congreso se dio cuenta de que necesitaba más 
información y un mejor control sobre los gastos. Se dio la creación de la GAO como una 
oficina independiente del poder ejecutivo y se le concedió un amplio mandato para 
investigar cómo se gastan los fondos federales. El jefe de la GAO, es el Contralor 
General de los Estados Unidos, quien es nombrado para un plazo de 15 años por el 
Presidente, con el consenso y consentimiento del Senado de una terna de candidatos 
que presenta el Congreso (U.S. Government Accountability Office - GAO).  
 
El caso de Japón, desde su inicio la burocracia ha sido profesional con características 
como: confianza, iniciativa, mérito, movilidad, rotación de obligaciones, definiéndose 
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como una burocracia moderna que se adapta a las condiciones del país y representa una 
continuidad. De acuerdo al art. 15 de su constitución, se establece: “Todos los 
funcionarios públicos están al servicio de la comunidad en general, no de ningún grupo 
en particular”, situación que da un nivel de estatus, estabilidad y continuidad, 
convirtiéndose en un atractivo para los jóvenes destacados que quieren ingresar al 
sistema de carrera administrativa.  
 
A diferencia de los casos anteriores, en Japón existe un activismo político; el burócrata 
se ve absorbido por la toma de decisiones políticas y participa activamente, es decir que 
no existe separación entre lo político y el burócrata. El control político es mínimo y está 
representado en la rendición de cuentas. 
1.3 La burocracia y la función pública colombiana. 
Colombia puede clasificarse como una competencia poliárquica (Ferrel, 2000); es decir, 
que lo esencial es la competencia política, en el sentido de que grupos políticos bien 
organizados participen en una rivalidad activa para logar el poder político, con la 
probabilidad de que se lleve a cabo un cambio significativo en las relaciones de poder sin 
el rompimiento del sistema; la burocracia en sí misma, puede convertirse en un foco de 
competencia entre grupos políticos. 
 
Históricamente, se ha conservado un patrón bidimensional de competencia política entre 
los partidos conservador y liberal, alternándose el poder. De acuerdo a la última reforma 
política y administrativa, adelantada por la Nueva Constitución de 1991, puede 
destacarse dentro de la gestión pública, la adopción de un conjunto de mecanismos para 
la participación ciudadana directa en la toma de decisiones políticas, mediante 
instrumentos como el referendo, el plebiscito, la consulta popular entre otros.  
 
En este mismo sentido, la reforma constitucional estableció el sistema de carrera 
administrativa como la forma de acceder a la administración pública, se crea entonces la 
COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL para protegerlo, así como la Escuela 
Superior de Administración Pública, con el fin de adelantar la formación, educación y 
adiestramiento de la administración pública.  
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Sin embargo, pese a que el nuevo escenario constitucional determinó la forma de 
acceder al servicio público, este mecanismo ha sido tímido frente a las necesidades del 
Estado, prueba de ello es que los concursos de acceso fueron realizados en un principio 
por cada una de las entidades hasta 1996 y por una sentencia de la Corte Constitucional 
que determino la constitucionalidad de este procedimiento indicando que estos procesos 
debían estar a cargo de CNSC, quien solo hasta 2001, abrió las convocatorias de 
concursos que aun hoy se están surtiendo. 
 
Esto ha permitido que la administración venga funcionando con un alto porcentaje de 
personal bajo la modalidad de contratación de prestación de servicios, quienes son 
elegidos por medio de contratación directa, situación que permite una elección sin 
cumplir con los requisitos de un sistema de meritos, objetivo que busca el mayor 
propósito del sistema de carrera. 
 
En el sistema colombiano los organismos de control encargados de la vigilancia, control 
de acciones públicas y recursos públicos, están representados por diferentes en entes 
que tiene como característica su autonomía administrativa, presupuestal y organizativa, 
verbigracia lo anterior su elección está comprometida con algunos de los órganos más 
alto de la administración pública. 
 
 La Procuraduría General de la Nación: su función es defender los intereses de la 
sociedad, vigilancia de la función pública, investigar y sancionar; el Procurador es 
elegido por el Senado a partir de un terna conformada por los candidatos del 
Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, 
para ejercer por un periodo de cuatro (4) años con posibilidad de reelección. 
 La Defensoría del Pueblo: su función es vigilar y velar por la promoción, ejercicio y 
divulgación de los derechos humanos; el Defensor es elegido por la Cámara de 
Representantes de una terna presentada por el Presidente de la República para un 
periodo de cuatro (4) años. 
 La Contraloría General: su función corresponde al control fiscal de la administración y 
particulares que manejan recursos públicos. El Contralor General es elegido por el 
Congreso para un período igual al del Presidente de la República, de una terna 
integrada por candidatos presentados a razón de uno por la Corte Constitucional, la 
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Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, y no podrá ser reelegido para el 
período inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del 
mismo.  
 La Auditoria General de la República: Tiene como misión ejercer vigilancia y control a 
la Contraloría General de la República, las Contralorías Departamentales, 
Contralorías municipales y Contralorías Distritales. El auditor general de la República 
es elegido por el Consejo de Estado de una terna conformada por la Corte Suprema 
de Justicia. 
 Contraloría Distrital (Bogotá D.C.): Ejerce vigilancia a la gestión fiscal del Distrito y de 
los particulares que manejen fondos o bienes del mismo. La elección del contralor se 
hace a través de la escogencia de una terna integrada por dos candidatos 
presentados por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá y uno por el 
Tribunal Administrativo con jurisdicción en la ciudad (Presidencia de la República - 
Decreto Ley 1421, 1993). 
 Personería Distrital: Ejerce la veeduría, el ministerio público, vigila la aplicación de las 
normas y la conducta de los servidores públicos distritales. El Personero Distrital es 
elegido por el Concejo Distrital de candidatos que inscriben su hoja de vida en una 
convocatoria pública abierta para tal fin. 
 
La administración pública en Colombia se ha visto permeada por prácticas ilegitimas que 
han afectado su funcionamiento y el cumplimiento de su misión, desconociendo los 
principios propios de la administración pública moderna, en especial la transparencia, 
eficacia, efectividad, que resultan casi una mera formalidad, cuando son elementos 
esenciales de la esfera pública. 
Por esto resulta importante realizar una reflexión a través del estudio de caso, que 
permita abordar el tema de la corrupción desde una óptica académica, desde las teorías 
modernas de la administración, las teorías actuales de control (bajo normas 
internacionales de auditoría) tal como lo establece la ley 1314 del 2009 y la gestión 
pública, que evidencia cada una de las modalidades, sus prácticas y la forma como 
deslegitiman la razón misma de ser del Estado.  
 
Es importante resaltar que la Ley 1314 de 2009 (Congreso de la República, 2009), por la 
cual se regulan los principios y normas de la contabilidad e información financiera y de 
aseguramiento de información aceptados en Colombia, el Estado busca intervenir la 
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economía, limitando la libertad económica para expedir normas contables, de información 
financiera y aseguramiento de la información, que permita comprender los estados 
financieros e informes contables de una manera transparente y comparable, pertinente y 
confiable, de tal manera que acceda a la toma de decisiones por parte del Estado, 
empresas, funcionarios e interesados, para mejorar la productividad, la competitividad y 
el desarrollo armónico de la actividad empresarial, lo cual se convierte en una 
herramienta fundamental para controlar la alteración de estados financieros, tal como se 
podrá observar en el estudio de caso, el cual se presenta con antelación a la expedición 
de dicha ley. 
  
 
2. Practicas ilegitimas en la administración 
pública 
2.1 Aproximación al concepto de la corrupción. 
La corrupción se define como el abuso de poder para beneficio propio e involucra 
actividades ilícitas que salen a la luz pública principalmente a través de escándalos, 
investigaciones o procesos judiciales; es decir, el abuso de poder político que se 
relaciona con el soborno a funcionarios públicos, el pago de comisiones ilícitas en la 
contratación pública para obtener un beneficio o propiciar decisiones contrarias al interés 
general en beneficio de un o unos individuos exclusivamente, así como la malversación 
de fondos públicos entre otras (Transparency International, 2011).  
 
Este concepto debe ir mas a allá de la discusión netamente jurídica, pues en nuestro 
medio es común ver prácticas de corrupción amparadas en la ley, que desde el punto de 
vista formal no ofrecen ningún vicio; sin embargo, permiten el enriquecimiento de unos 
pocos; esta situación es común encontrar la ejecución de los contratos públicos en los 
que dentro de las figuras de modificación contractual, adición, mayores valores, equilibrio 
económico del contrato, actividades complementarias, se permite la fuga de grandes 
cantidades de los recursos públicos.  
 
Para Heidenheimer, esta constituye la corrupción blanca y la diferencia de la que él llama 
la negra, en donde se encuentran las conductas que abiertamente trasgreden el 
ordenamiento, con un fin de lucro evidente y que son ampliamente reconocidas como el 
desconocimiento de las normas de contratación o la modificación de los términos de 
referencia de los contratos, siendo estas la que generan mayor impacto en la sociedad 
(Heidenheirmer, 1990). 
 
Entre la corrupción negra y blanca, se encuentra la corrupción gris, en la que se incluyen 
todas las conductas acerca de las cuales las elites y la opinión pública discrepan al 
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momento de evaluarlas como corruptas o no, en donde en algunos casos de forma 
conveniente se califican de acuerdo a los intereses de cada bando. 
 
2.2 Entorno mundial de la lucha contra la corrupción. 
La administración pública mundial ha venido viéndose afectada por prácticas ilegitimas, 
que no protegen el interés social ni el bienestar común, grandes fugas de capital público 
a particulares, funcionarios públicos que no cumplen con sus funciones, control y 
vigilancia deficiente, inadecuado manejo en los recursos públicos, protección de 
intereses privados, son sólo un ejemplo del panorama mundial de la gestión 
administrativa. 
 
Esta realidad ha generado una necesidad internacional de crear puntos de control 
transnacionales que permitan combatirlas, más allá de las fronteras de cada uno de los 
países que se ve involucrado, a renglón seguido se revisará cuales han sido las 
reacciones más significativas y con mayor trascendencia, haciendo una breve reseña de 
los organismos e instrumentos mundiales creados para combatir la corrupción. 
 
Las Naciones Unidas son una organización Internacional fundada en 1945, tras la 
segunda guerra mundial, conformada por 51 países que se comprometieron a mantener 
la paz y la seguridad internacional, a fomentar entre todas la naciones las relaciones de 
amistad, así como a promover el progreso zonal del nivel de vida y los derechos 
humanos (Las Naciones Unidas, 2011).  
 
El pacto mundial de las Naciones Unidas, pide a las Empresas que hagan suyos, apoyen 
y lleven a la práctica un conjunto de valores fundamentales en materia de derechos 
humanos, normas laborales y lucha contra la corrupción (principio No. 10: “Las empresas 
deben trabajar contra la corrupción en todas sus formas, incluidas la extorsión y el 
soborno” (Los diez principios del pacto mundial, 2011). 
 
Al hacer un estudio las empresas participantes en los procesos licitatorios en especial las 
relacionadas con el estudio de caso, se observa en su mayoría que éstas están 
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conformación de Uniones Temporales, Promesa de Sociedad Futura o Consorcios 
Constructores, quienes por medio de una carta de compromiso (documento que hace 
parte de la documentación de la oferta, que para el caso corresponde al Anexo 7), 
certifican que apoyan la acción del Estado Colombiano y del IDU, para fortalecer la 
transparencia y la responsabilidad de rendir cuentas y en este contexto asumen 
explícitamente los compromisos anticorrupción, situación que no es garantía de dicho 
compromiso.  
 
Transparency International – TI (the global coalition against corruption), fundada en 1993, 
es la organización de la sociedad civil que lidera la lucha contra la corrupción, reúne a la 
gente en una coalición mundial de gran alcance para poner fin a los efectos devastadores 
de la corrupción en los hombres, mujeres y niños de todo el mundo. TI's mission is to 
create change towards a world free of corruption. La misión de TI consiste en crear un 
cambio hacia un mundo libre de corrupción (Transparency International, 2011).  
 
En su informe presentado el 26 de octubre de 2010 en Berlín - Alemania, muestra a 
través del Índice de Percepción de la Corrupción – IPC, cómo el 75% de 178 países 
analizados en todo el mundo, presentan una calificación inferior a 5.0, en una escala de 0 
a 10, en donde 0 es percepción de alto nivel de corrupción y 10 es percepción de bajo 
nivel de corrupción, situación que pone en riesgo los medios de subsistencia de la 
mayoría de las personas, el compromiso de los gobiernos en la lucha contra la 
corrupción, la transparencia en la gestión pública y la rendición de cuentas. Ahora, de 
acuerdo al informe presentado en Berlín el 1 de diciembre de 2011, en donde se 
calificaron 183 países, de los cuales más de dos tercios de los países clasificados 
obtuvieron una puntuación inferior a 5.0.  
 
Según Labelle, los resultados del IPC, muestran que la corrupción es un problema 
mundial que debe ser abordado en las reformas globales sobre política; la transparencia 
y la rendición de cuentas son cruciales para restablecer la confianza y revertir el flagelo 
de la corrupción. El índice de percepción de la corrupción, es un indicador compuesto 
que reúne datos de fuentes correspondientes a los dos años anteriores, basado en la 
información de 13 fuentes diferentes, preparadas por 10 instituciones independientes, en 
donde se mide la frecuencia y magnitud de los sobornos en el sector público y político, y 
se involucra funcionarios públicos, empleados públicos o políticos.  
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Se utilizan datos de 17 encuestas que analizan factores como aplicación de leyes contra 
la corrupción, acceso a la información y conflictos de interés e incluyen preguntas sobre 
abuso del poder político, que se relacionan con el soborno a funcionarios públicos, el 
pago de comisiones ilícitas en la contratación pública, la malversación de fondos públicos 
entre otras. Este índice, clasifica los países y territorios de acuerdo con el grado de 
corrupción, que se percibe en el sector público y refleja opiniones de todo el mundo, 
incluidas aquellas de expertos que residen y trabajan en los países evaluados. 
 
Para Transparencia Internacional, “la corrupción es el abuso de poder para beneficio 
propio e involucra actividades ilícitas que salen a la luz pública principalmente a través de 
escándalos, investigaciones o procesos judiciales”; por tal razón resulta difícil evaluar los 
niveles absolutos de corrupción en los países que presentan este tipo de prácticas en su 
vida diaria.  
 
De acuerdo a la clasificación presentada por Transparencia Internacional para el año 
2010 en América Latina, Chile y Uruguay se encuentran mejor posicionados en los 
puestos 21 y 24, con calificaciones de 7.2 y 6.9 respectivamente, seguidos por Brasil en 
el puesto 69 con una calificación de 3.7 y en cuarto lugar Colombia en el puesto 78 con 
una calificación de 3.5; es decir que estamos dentro del rango del 75% con calificación 
inferior a 5.0 (Transparency International, 2010). Para el año 2011, Colombia pasó a la 
posición 80 con una calificación de 3.4, es decir inferior a la obtenida en el año 2010 
(Transparency International, 2011). Sin embargo, de acuerdo al último informe 
presentado el pasado 5 de diciembre de 2012 en Berlín, se tiene que Colombia a pesar 
de haber mejorado en su calificación a 3.6, descendió a la posición 94, pasando a un 
quinto lugar por debajo de Chile, Uruguay, Brasil y Perú (Transparency International, 
2012). 
 
A pesar de los esfuerzos que el Gobierno Nacional ha implementado en la lucha contra la 
corrupción como lo es el “Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, 
Transparencia y Lucha contra la Corrupción”, Colombia sigue sumida en escándalos a 
nivel Municipal, Distrital y Nacional de corrupción, en sus diversas formas de contratación 
(Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la 
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Corrupción, 2010); pese a la existencia de este programa a través del cual se ha buscado 
generar una institución pública que permita combatirla, no se ha logrado más que unos 
tímidos frutos.  
2.3 Efectos en la gestión colombiana. 
De acuerdo a la definición dada por el Consejo de Estado, la función pública se entiende 
como la actividad que despliegan los entes gubernamentales para cumplir con los fines 
del Estado, en principio está en manos del sector público; sin embargo, 
excepcionalmente por expresa delegación es cumplida por particulares por ejemplo, de 
los particulares transitoriamente investidos de la función de administrar justicia como 
conciliadores o árbitros; las funciones de registro mercantil y registro de proponentes 
confiados a las cámaras de comercio, etc. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera C, 1999). 
 
Al analizar las causas más frecuentes y comunes de la corrupción, se encuentra que los 
valores individuales y colectivos, son uno de los factores determinantes al obrar en contra 
del interés público. En nuestro país dentro de la cultura se ha venido afianzando la 
creencia que el tener un empleo público constituye una oportunidad de la cual hay que 
sacar provecho mas allá de la remuneración asignada para el cargo, quizá porque 
históricamente se ha normalizado las prácticas corruptas, quienes detentan el poder, 
consideran que con el implícitamente están amparados para sacar provecho de manera 
directa o indirecta de los asuntos que le competen (Ossa Escobar, 2002). Así se ha 
generado como costumbre, que quien tenga la posibilidad de enriquecerse a causa de 
las decisiones que tome, es una persona que aprovecha las oportunidades, más no que 
es quien está ocasionando un daño directo a los demás ciudadanos y al país. 
 
La búsqueda cada vez mayor del beneficio particular por encima del interés general, el 
desconocimiento y reconocimiento del otro como un ser igual, a quien debemos respetar 
la igualdad de oportunidades y a quien debemos garantizar a través de una función 
pública correcta, las mejores condiciones de vida, comúnmente quienes la ejercen 
olvidan su razón de ser, dejando de lado con ello los valores propios de ella y que deben 
materializarse en cada una de sus actuaciones, sobreponiendo a ellos las ambiciones 
personales de carácter individual o gremial. 
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La Falta de eficacia de los organismos de control en el sector público, resulta una 
realidad en el informe de política pública realizado por la Oficina Presidencial de Lucha 
contra la corrupción; se evidencia el bajo porcentaje de decisiones que terminen con 
sanciones. Esto puede tener varias causas que van desde la falta de instrumentos 
legales que permitan investigaciones profundas y ágiles, o decisiones libres de presiones 
políticas, en la mayor parte de los casos quienes dirigen los órganos de control mantiene 
compromisos políticos con quienes administran, y que nos les permite ejercer la función 
de manera imparcial, generándose con ello una gran impunidad.  
 
Sumado a esto, el sistema judicial resulta muy débil en cuanto a corrupción se trata, 
prueba de ello es que el número procesos por contratación indebida según la Fiscalía 
General de la Nación en promedio anual es de 565 iniciados y solo 39 son fallados, bajo 
porcentaje que culmina la investigación de manera satisfactoria y la ineficiente acción de 
la justicia en su labor de contrapesar la actividad de la administración, papel fundamental 
en una democracia.  
 
Se resalta que otra de las causas de la corrupción, hace referencia directa a la falta de 
control sobre los recursos; a través del control fiscal, se busca la recuperación de los 
recursos públicos que han sido objeto de desviación. Sin embargo, el monto de los 
recursos recuperados no corresponde con el de los hallazgos en las auditorias 
adelantadas por la Contraloría Distrital o la Contraloría General de la República. 
 
En Colombia, en la historia reciente han imperado dos sistemas de control, uno bajo el 
amparo de la Constitución Política de 1886, en donde se contemplaba un control previo y 
no selectivo de la inversión del presupuesto, hecho que genero varias dificultades para la 
inversión pública entre ellos baja inversión, inoperatividad de la contratación, puesto que 
un proyecto debía ser aprobado y avalado por la Contraloría, situación que conllevó a 
una crisis por el ajeo burocrático que significó y que convertía al Estado en un ente poco 
dinámico en la atención de sus necesidades.  
 
Un segundo momento, se observa desde la Constitución Política de 1991, en donde se 
establece que en Colombia el control fiscal es posterior y selectivo, es decir, que los 
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órganos de control y vigilancia lo ejercen solo una vez haya culminado la inversión y 
ejecución de los recursos y no para todos los casos, situación que persigue que los 
organismos designados para esta labor, no entorpezcan el libre y eficaz desarrollo de la 
inversión. 
 
Para el caso actual, el control fiscal ejercido por los órganos de control resultó más que 
ineficaz e insuficiente, causa de ello es que fue ejercido por la Contraloría Distrital órgano 
que resultó permeado por intereses particulares y que amparado en el principio de que el 
control es selectivo y posterior, no ejerció su función como un deber ser, desestimando 
las investigaciones preliminares y archivando parte de los expedientes que tienen que ver 
con las obras de Transmilenio y Valorización en Bogotá, conclusiones a las que se llegó, 
no por existir merito sino porque se tenían acuerdos previos para que así fuere, hechos 
que han generado una pérdida importante en los recursos de la Ciudad, no solo de 
inversión sino en la misma movilidad de la ciudad. 
 
Como se menciona en el aparte de los órganos de control, la Auditoria General de la 
República ejerce vigilancia y control a la función misional que cumplen las Contralorías 
en los diferentes niveles territoriales.  
 
En el Informe Definitivo de Auditoría Regular a la Gestión de la Contraloría de Bogotá 
vigencias 2009 y 2010 (Auditoría General de la República, 2011), realizado con los 
criterios determinados para la auditoria (saneamiento contable, ejecución presupuesto y 
contratación), se concluyó feneciendo la cuenta para la vigencia y se encontró un total de 
26 hallazgos en el funcionamiento administrativo e inversión de recursos de la misma, de 
los cuales solo tres (3) tienen incidencia penal, resultado muy pobre en cuanto a la 
operatividad de la misma dentro de sus funciones fiscales, teniendo en cuenta que para 
el mismo año la Fiscalía General de la Nación vinculó penalmente al Contralor Distrital 
por concusión (solicitar dadivas por el ejercicio de su función) y prevaricato por omisión 
(incumplimiento al deber legal de vigilar y controlar) y por parte de la Procuraduría 
General de la Nación, se destituyo e inhabilitó por solicitar sumas a contratistas del 
distrito para garantizar un trato favorable en ejercicio del control fiscal que le asistía.  
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De lo que se concluye, que el ejercicio de la Auditoria General de la República no va más 
allá del control contable, de ejecución presupuestal y de contratación de las contralorías, 
dejando por fuera la gestión de la misión que cumplen las mismas.  
  
 
3. Estudio del caso 
3.1 La contratación pública. 
La Contratación en pública en Colombia a partir del año 1993 se ha regido por la Ley 80 
de 1993, “por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública”, reforma que pretendía hacerla más eficiente y eficaz, asimilándola a las reglas 
del derecho privado con el propósito de hacer más ágil su proceso. Sin embargo, en el 
transcurso de los años, debido a los vacíos evidenciados en su aplicación, ésta ha sido 
modificada por la Ley 1150 de 2007, reglamentada parcialmente por los Decretos 
Nacionales 679 de 1994, 626 de 2001, 2170 de 2002, 3629 y 3740 de 2004, 959, 2434 y 
4375 de 2006; 2474 de 2008 y 2473 de 2010; por lo cual esta disgregación de normas 
generó confusión en su aplicación. 
 
Hoy en día mediante el Decreto 0734 de 2012, “por el cual se reglamenta el Estatuto 
General de Contratación de la Administración Pública y se dictan otras disposiciones” 
(Decreto 0734, 2012), se cuenta en un solo documento normativo, con las reglas 
necesarias para adelantar procesos contractuales con base en la dinámica actual. Pese a 
lo anterior, se ha comentado que esta reglamentación no soluciona los problemas de 
fondo que se presentan en la contratación estatal, como se verá a continuación. 
 
Para empezar, en la mayoría de los casos cada entidad pública es autónoma en la 
elaboración de los pliegos de condiciones y términos de referencia, de acuerdo a sus 
necesidades en la contratación de bienes y servicios, con base en los precios del 
mercado, se permite ajustar las condiciones de oferta para de esta manera obtener el 
mejor producto; esto conlleva a que desde la etapa precontractual se perfilen los pliegos, 
no sólo en cuanto a las condiciones técnicas, sino también la experiencia y requisitos del 
contratante, sesgándose desde esta etapa a quien será seleccionado.  
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En los últimos tiempos, ha sido claro que la contratación pública se ha ajustado a los 
requerimientos de intereses, que no son precisamente el general y que le han permitido 
consolidar grupos específicos de contratistas que han sido denominados en algunos 
casos “carteles”, que no tienen especialidades especificas; ofrecen desde insumos de 
cocina hasta la más compleja infraestructura. El caso de Bogotá solo es un ejemplo, en 
donde los contratistas se ajustan formalmente a los requerimientos legales y perfiles 
requeridos de acuerdo al asunto a contratar. 
 
Así mismo, se ha observado que con el paso de los años las condiciones de contratación 
fueron variando, inicialmente los objetos contractuales eran menores y esto permitía 
contratar a pequeñas y medianas empresas, cuyos valores de obra no eran tan 
relevantes y elevados como los de hoy en día; esto abría la posibilidad de que se 
presentaran numerosas firmas que cumplían con los requisitos básicos y así mismo era 
posible que se les adjudicaran varios contratos en libre competencia, brindando a la 
administración tener mayor control sobre la ejecución de las obras. En conclusión, esta 
modalidad facilitaba mayor participación, transparencia y eficacia; es bien sabido que 
algunos contratistas no cumplían, pero en su mayoría se veían los resultados de las 
obras. 
 
Tal como lo reconoce la Contralora en entrevista concedida a Yamit Amat, para el diario 
El Tiempo en su edición del 21 de agosto de 2011: “Lo que viene sucediendo en la 
administración pública es que circulan cifras de dinero inmensas, y hay una cantidad de 
traslados de recursos para la salud, para agua potable, para educación, que pasa de 
unas manos a otras, y en todo ello no había controles. En esa falta de control, esa 
debilidad de la institución, esa descoordinación entre lo nacional, regional y local, 
aparecía alguien que le pegaba a la piñata”. La Contralora en dicha entrevista, indica que 
en Colombia la principal fuente de corrupción es la relación entre la política y la 
contratación (Amat, 2011).  
 
Infortunadamente, como se mencionó con anterioridad el rol ejercido por la Auditoría 
General a las Contralorías, se enfoca más a la verificación de sus estados contables y de 
inversión en la gestión, que a su efectividad en el control fiscal de los asuntos estatales.  
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A su vez, las Contralorías dentro de sus funciones de control posterior y selectivo, a 
pesar de lo establecido en la Constitución Política, han implementado un control de 
advertencia que les permite realizar un seguimiento a la ejecución presupuestal en el 
mismo momento en que se desarrolla y de esta manera detectar y encauzar las 
anomalías evidenciadas, permitiendo controlar de alguna manera la malversación de 
recursos. Así mismo, una vez finalizadas las inversiones objeto de seguimiento, dentro 
del control posterior inician nuevamente la revisión de la inversión y en caso de detectar 
anomalías, se inician los procesos fiscales que pretenden en cierta forma recuperar parte 
de los recursos malversados, pero que históricamente en la mayoría de los casos no 
prospera.  
 
Actualmente, se cuenta con los informes de Auditoría adelantados al IDU por la 
Contraloría Distrital (diciembre de 2010), en donde se detectaron en total 54 hallazgos 
administrativos, 16 hallazgos con alcance fiscal, 51 con alcance disciplinario y 2 con 
alcance fiscal; a su vez, la Contraloría General mediante informe final de Auditoría (julio 
de 2011), informa sobre un total 72 hallazgos administrativos, 7 hallazgos con alcance 
fiscal, 43 con alcance disciplinario y 4 con alcance fiscal, procesos que actualmente se 
encuentra en curso en las Entidades competentes. 
 
Según la Fiscalía General de la Nación, en el informe presentado por Noticias Uno el 4 
de noviembre de 2001, entre el 2007 y el 2010 desde el IDU se produjo un “descalabro” 
de 2 billones 235 mil millones 926 mil 997 pesos: “La Dirección del IDU dio luz verde al 
manejo irregular de anticipos, con lo que benefició a terceras personas, y en ningún 
momento hizo consultorías permitiendo de esta forma que los contratos se cancelaran en 
dos ocasiones” (Fiscalía pide detención preventiva contra Liliana Pardo, 2011). 
 
Adelantado un análisis a esta situación, se ve claramente que quienes permitieron este 
tipo de evolución fueron las mismas entidades en manos de funcionarios nombrados por 
los partidos políticos, quienes manipularon las reglas de la contratación, adjudicando 
contratos millonarios como los que se ven hoy en día, a un mercado cerrado por el 
cumplimiento de condiciones técnicas y financieras, en especial a empresas de papel con 
gran capacidad financiera, pero que a la hora de la verdad no cuentan con el suficiente 
respaldo para la ejecución de las obras, conllevando a pérdidas millonarias de los 
recursos públicos, tal como se puede ver para el caso en estudio.  
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Es importante resaltar que para el caso en estudio, dentro del proceso licitatorio hubo 
acompañamiento de la Veeduría Distrital con base a lo establecido en el numeral 1.21 del 
Pliego de Condiciones para la LICITACIÓN PÚBLICA IDU-LP-DG-022-2007, mediante la 
implementación de un proceso de integridad y control social y que a pesar de dicho 
seguimiento, los controles establecidos fueron burlados. 
 
Se observa entonces, que el principio de transparencia en los procesos es vulnerado 
desde la misma concepción de la contratación, tanto en los términos de referencia como 
en los pliegos de condiciones, de tal manera que solamente se favorezca a un pequeño 
grupo de firmas contratistas, supuestamente para garantizar la calidad del producto final 
a manos de grandes firmas, pero que a la hora de la verdad dicha directriz es errada 
porque como se puede ver, en su mayoría no se cumple ni con los plazos ni la calidad 
que se esperaba de tal contratación.  
3.2 Carrusel de la contratación en Bogotá. 
Dentro de las prácticas detectadas por Transparencia Internacional, se puede mencionar 
la corrupción política representada en las campañas y el financiamiento de los partidos 
políticos, el flujo de dinero del sector empresarial al sector político y el fraude electoral.  
En Colombia el sistema electoral aún es incipiente y débil, prácticas como la compra de 
votos, votantes muertos, cambio de resultados en las planillas electorales, están a la 
orden del día en los comicios, pero esto se debe a unas instituciones electorales débiles 
casi cómplices; solo hay que ver el censo electoral en el que miles de ciudadanos 
fallecidos aun se encuentran habilitados para sufragar sin que la Registraduría, teniendo 
conocimiento de estos hechos, no haya tomado cartas en el asunto y no precisamente 
porque sea un asunto nuevo, es más una conducta omisiva permanente, y éste solo es 
un ejemplo que lo que ha ocurrido históricamente.  
 
En nuestro país existen casi que de manera visible grandes gamonales que dominan 
políticamente sus territorios haciendo uso de su gran poder para intimidar, comprar y 
sobornar en pro de obtener los resultados que le sean convenientes para el dominio 
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político y económico de sus regiones, sin que el Estado haya tomado las medidas 
necesarias para impedirlo.  
 
Un ejemplo de esta situación se puede evidenciar en el artículo publicado en el diario El 
Tiempo el 10 de noviembre de 2011, en donde se hace referencia a la financiación de la 
campaña a la alcaldía de Bogotá por una suma de más de mil millones de pesos, 
permitiendo en contraprestación a su benefactor, el manejo del poder en entidades como 
el IDU y la contratación en Bogotá (Acusación contra Iván Moreno complica a su 
hermano Samuel, 2011).  
 
Otro ejemplo del manejo político y compra de votos, se observa en el artículo publicado 
en la revista Semana el 23 de mayo de 2010, en donde se menciona que a pesar de 
haberse denunciado la compra de votos por más de cinco mil millones de pesos por parte 
del llamado zar de la intermediación de contratos públicos, no se tomaron medidas al 
respecto por parte de las autoridades competentes, razón por la cual se observó que la 
votación del político favorecido presentó un incremento de un voto obtenido en el año 
2006 a una votación de más de tres mil ochocientos votos en el 2010 (¿El eslabón de los 
contratos?, 2010).  
 
Así mismo, en el artículo publicado por la revista Semana el 7 de febrero de 2011, se 
puede destacar la relación de conveniencia entre empresario y político: el empresario 
reconoce que el apoyo dado al Representante a la Cámara en su aspiración de llegar al 
Congreso, favorece sus intereses empresariales y así mismo el funcionario, quien cuenta 
con poder político a nivel nacional y distrital, se favorece en su proyección política 
(Miguel Nule se ratifica en señalamientos a Moralesrussi y a Olano, 2011).  
 
Otra de las manifestaciones de la corrupción, está representada en el abuso de poder 
político y el tráfico de influencias en la actividad del Estado, entendida ésta como la 
posibilidad de influir en las políticas y decisiones asumidas por la administración para 
obtener un beneficio particular; culturalmente se da por aceptado que favor con favor se 
paga y más tratándose de los recursos públicos, una administración en la que el régimen 
de meritos es débil, es susceptible a ser permeada por los políticos que suelen ubicar en 
la burocracia a personas vinculadas a sus movimientos políticos, quienes están 
comprometidos al tomar las decisiones propias de su cargo beneficiando a su gestor. 
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Ello es propicio en un escenario en donde los grandes sectores económicos están 
íntimamente ligados a los políticos y en donde se generan unas relaciones de 
compadrazgo que hacen que se pueda manejar el poder público casi que desde el 
privado, repartiendo con nombre propio las utilidades de la administración, tal como se 
puede observar en los siguientes apartes dentro de la investigación que se adelanta por 
parte de la Corte Suprema de Justicia contra el ex senador, publicada por el diario El 
Tiempo en su sección Justicia el pasado 10 de noviembre de 2011: “Los magistrados 
afirman que Iván Moreno llegó a ‘controlar el proceso licitatorio’ de la ciudad 
aprovechando ‘su condición de senador y actuando al parecer de consuno con su 
hermano y con funcionarios del más alto nivel del IDU’ (Acusación contra Iván Moreno 
complica a su hermano Samuel, 2011).  
 
Así mismo, dentro del proceso que se adelanta por parte de la Fiscalía General de la 
Nación, se puede ver claramente que el favorecimiento en la contratación pública no solo 
abarca la inversión de dineros en las campañas políticas, sino que adicionalmente una 
vez han sido adjudicados los contratos, deben ser canceladas dadivas a través de 
intermediarios establecidos para tal fin, en contraprestación al favorecimiento en los 
procesos de adjudicación de contratos, tal como lo indica el artículo publicado por la 
revista Semana el 7 de febrero de 2011, en donde se hace referencia al cobro de 
comisiones del orden de los tres mil quinientos millones por parte de funcionarios de alto 
nivel jerárquico dentro del sistema público hacia los empresarios, con el fin de favorecer 
la adjudicación de contratos y no declarar desiertos dichos procesos, situación que se 
logra mediante la intermediación política de sus conocidos (Miguel Nule se ratifica en 
señalamientos a Moralesrussi y a Olano, 2011). 
 
Dentro del presente estudio, también se puede observar el comportamiento de soborno a 
funcionarios públicos, mediante el pago de comisiones en la contratación pública, ya sea 
por información o mediante la malversación de fondos públicos como lo son los anticipos 
a los contratos. Un ejemplo se observa en el siguiente extracto publicado por la revista 
Semana en su sección Nación el 30 de octubre de 2010: “La Contraloría envió a la 
Fiscalía un cheque de 16 millones con el cual se habría pagado a un funcionario para 
3. Estudio del caso 25 
 
que supuestamente los asesorara en cuál era el precio que tenían que ofrecer para ganar 
la licitación” (El Hombre de los contratos, 2010).  
 
Adicionalmente dentro del seguimiento al proceso que actualmente adelanta la Fiscalía 
General de la Nación, en la emisión de Noticias Uno del 4 de noviembre de 2011 se 
informó que no solamente los funcionarios a cargo de las entidades contratantes exigían 
comisión sobre los contratos adjudicados, sino que adicionalmente uno de los mayores 
representantes de los organismos de control, también exigió el pago de comisiones 
(Fiscalía pide detención preventiva contra Liliana Pardo, 2011).  
 
La revista Semana en su sección Nación del 30 de agosto de 2011, publica que se ha 
determinado mediante testimonios dentro del proceso, la existencia del pago de los 
empresarios por más de cuatro mil millones de pesos a funcionarios de la Alcaldía Mayor 
(se habla de una comisión del 6% sobre el valor de los contratos), para el favorecimiento 
y beneficio de la adjudicación en la Fase III de Transmilenio, el mantenimiento de la malla 
vial de Bogotá o la solicitud de unas estaciones de gasolina sobre el corredor Bogotá – 
Fusa (Germán Olano asegura que los Nule entregaron 4 mil millones de pesos a Iván 
Moreno, 2011). 
 
El diario El Tiempo en la sección Justicia del 11 de septiembre de 2011, pública que 
dentro del seguimiento que adelanta al proceso de “El carrusel de la contratación en 
Bogotá”, se evidencia las relaciones personales existentes entre políticos, empresarios y 
funcionarios públicos. Muestra como se adelantó el pago de comisiones que inicialmente 
fueron registradas como apoyo a campañas políticas (se habla de quinientos millones de 
pesos como adelanto de una suma pactada inicialmente en mil setecientos cincuenta 
millones), pero que en realidad hacían parte de la retribución por la adjudicación de 
contratos. Dentro del arreglo, se pacta un acuerdo de adjudicación de contratos entre las 
partes, representadas por funcionarios públicos de la Alcaldía y Contraloría por un lado y 
los empresarios por el otro; se elige un garante que recibe la comisión y quien verifica el 
cumplimiento del acuerdo (Corte Suprema le dio un duro golpe a la defensa de Germán 
Olano, 2011).  
 
Es importante resaltar que los recursos para el pago de sobornos y coimas, es 
proveniente de los dineros girados como anticipos, tal como lo pudo confirmar el CTI al 
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adelantar las investigaciones a las empresas involucradas, en donde se evidenciaron 
gran número de ofertas mercantiles por valores cercanos a los cinco mil millones de 
pesos de obras que nunca se llevaron a cabo, pero que efectivamente los recursos 
fueron girados y seguramente destinados al pago de comisiones, según indica el diario El 
Tiempo en el artículo publicado en la sección Justicia del pasado 10 de noviembre de 
2011 (Acusación contra Iván Moreno complica a su hermano Samuel, 2011). 
 
Ahora, revisando el tema de cómo se manifiesta la corrupción en la contratación estatal, 
se observa que en su mayoría durante los procesos contractuales, es común encontrar 
prácticas contrarias a los principios de transparencia, economía y responsabilidad, en los 
que se predica la selección objetiva de contratistas, igualdad de oportunidades para 
todos los oferentes, la motivación en la adjudicación, la reducción de los requisitos o 
simplemente la personalización de un proceso selectivo para el favorecimiento de un solo 
proponente, son entre otros los parámetros que deben observarse, atendiendo más a sus 
intereses particulares que en cumplimiento a los fines propios del bien común.  
 
De acuerdo a las investigaciones adelantadas por la Corte Suprema de Justicia, se ha 
determinado la forma de cómo operaba el carrusel de la Contratación: el diario El 
Espectador en su artículo Redacción Judicial publicado el 18 de noviembre de 2011, 
hace referencia a las declaraciones de los testigos dentro del proceso, sobre la existencia 
de una oficina paralela al IDU a cargo de los empresarios interesados, en la cual bajo la 
complicidad de funcionarios de la entidad, se manipulaban las evaluaciones de los 
proponentes dentro de los procesos de contratación en curso, con el fin de decidir que 
propuestas eran rechazadas y de esta manera garantizar la adjudicación al grupo 
seleccionado para tal fin. 
 
Para ello, la elaboración de los pliegos se encontraba a la medida de los contratistas del 
carrusel, es decir que se manipulaban ítems como el patrimonio de las firmas, se bajaba 
el cupo de crédito o se modificaba la experiencia específica, dependiendo de las 
necesidades requeridas para la adjudicación de los procesos a dichos proponentes. El 
método de evaluación empleado permitía obtener de manera anticipada el puntaje de 
cada proponente y así mismo establecer la manera de eliminar la competencia con ayuda 
del no cumplimiento de requisitos en otras entidades, de tal forma que al aplicar la 
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fórmula matemática establecida se adjudicara siempre a los mismos proponentes sin 
despertar sospechas (El IDU paralelo de Julio Gómez, 2011).  
 
Con el fin de facilitar los procesos de contratación en este grupo de empresas, en 
especial el cumplimiento de requisitos, se resalta que los empresarios acudieron a la 
figura de socios extranjeros, situación que permitía falsificar certificados de experiencia y 
estados financieros, en complicidad de los mismos funcionarios que evaluaban las 
propuestas, quienes no verificaban la veracidad de los mismos, hasta el punto que en 
uno de los procesos, una de las firmas participantes hacía parte del consocio Contratista 
y de la Interventoría al mismo tiempo, tal como lo publicó el diario El Tiempo en su 
sección Justicia en abril de 2011 (Las cinco pruebas reina en el caso de los nule, 2011). 
Como se indicó al inicio, los procesos que actualmente se adelantan contra los 
implicados cuentan con reserva legal, razón por la cual es difícil conseguir fuentes 
diferentes a las mencionadas en el estudio de caso. 
3.3 Consecuencias en la gestión pública del distrito. 
Revisando el tema de consecuencias en la Gestión Pública y mencionadas las prácticas 
más comunes para el caso en estudio, a continuación veremos cuánto daño le hace a 
una ciudad y al país, y qué tan determinante es la situación de subdesarrollo que 
anhelamos superar. 
 
La deslegitimación de la autoridad administrativa, vista como pérdida de confianza en las 
instituciones, todas las acciones que mencionamos y otras más, hacen que la confianza 
de los ciudadanos en el Estado sea cada mas vez más débil hacia sus dirigentes y que 
se rezague el papel veedor que debemos cumplir, abandonando la participación y control 
que resulta un contrapeso fundamental en el control de las administraciones que no 
cumplen con los fines del Estado, repercutiendo en la ineficiencia e ineficacia del Estado 
en el uso de sus recursos.  
 
La pérdida de credibilidad en los políticos, ha hecho un grave daño a la democracia en 
nuestro país, porque él ha caído en la apatía política y a su vez permite que se 
reproduzcan las viejas formas de hacer política permitiendo que se reafirmen los vicios 
que sólo pueden ser vencidos con una participación activa de una sociedad que asuma 
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su responsabilidad en la toma de las decisiones que marcan su destino. Un ejemplo de 
esta situación, se observa en los últimos comicios adelantados el 30 de octubre de 2011, 
en donde en el municipio de Bello, Antioquia, para la elección de Alcalde, se obtuvo una 
votación en blanco del 75.89%, obligando al Concejo Nacional Electoral, a realizar una 
nueva elección con candidatos completamente diferentes a los inscritos inicialmente para 
el cargo, lo que denota que el ejercicio de la democracia bien utilizado si puede generar 
un cambio en la cultura política del país. 
 
Hoy en términos económicos, es importante consolidarse dentro del ámbito internacional 
como un país apto y atractivo para la inversión extranjera, con alta riqueza en recursos 
naturales, así que el desprestigio que puede generar la corrupción resulta un daño 
evidente a la economía y a las posibilidades de crecimiento por cuenta de inversión 
extranjera; hoy por hoy, estamos considerados como el sexto país más corrupto de 
América latina, restándonos con ello las posibilidades de tener un mayor crecimiento 
económico y social, bajo unas políticas de transparencia y equidad. 
La generación de pobreza y el aumento entre la brecha entre ricos y pobres, es cada vez 
más evidente; los grandes grupos empresariales que tiene en sus manos el manejo 
económico y político del país, con presencia en empresas en todos los sectores 
económicos, utilizan el lobby para tener leyes cada vez más ajustadas a sus intereses o 
información clasificada que permita lograr sus fines; la cercanía con quienes toman las 
decisiones de política económica y social, les permite influir en ellas para que les sean 
favorables y así mismo, les permite lucrarse de los recursos públicos a través de la 
suscripción de contratos, que como lo mencionamos anteriormente les dejan grandes 
dividendos.  
 
Un ejemplo dentro del caso en estudio, se observa en el controvertido llamado el “zar de 
la intermediación”. El diario el Espectador en su edición del 17 de septiembre de 2011, 
muestra como este personaje inició sus labores de intermediación a finales del año 1990 
en los pasillos del Congreso, como lobista con una característica especial: no figuraba en 
nada. Simplemente se encargaba de hacer favores y en menos de tres años logró 
cobrarlos, aduciendo el artículo que bajo su sombra se direccionó la contratación en 
varias entidades públicas de la capital en los últimos años, hasta el punto que sin su 
consentimiento nada podía moverse (Arrázola, 2011).  
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La función del Lobista, quien tiene relación con la clase política, órganos de control y 
entidades, es la persona que consigue de primera mano la información a través de los 
mandos medios (cuotas políticas), para tomar ventaja sobre su competidores y de esta 
manera ponerse de acuerdo para la elaboración de los pliegos finales a su acomodo 
(experiencia y capacidad financiera), es decir los pliegos de sastre (Lancheros, 2010). 
 
Como lo menciona Wicked Possession, “la corrupción destruye la eficiencia del Estado, 
gastando sus recursos y debilitando sus acciones contra la mala administración; 
engendra una distorsión absurda en la distribución de ingresos, enriqueciendo mas a los 
ricos y empobreciendo a los pobres; la corrupción está en contra al desarrollo de la 
sociedad, creando la insidiosa idea que es más fácil hacerse rico trabajando para el 
Estado que creando un negocio privado productivo y por último, la corrupción incurre en 
costos políticos serios como la inmoralidad, el cinismo, la inestabilidad institucional y la 
legitimización de la rebelión armada contra el Estado” (Possession, 2003). 
 
Con el fin de visualizar las relaciones entre los implicados y como resumen del estudio se 
caso, se anexa el mapa conceptual basado en la declaración de un alto funcionario 
directivo del IDU, dentro del testimonio ante la Fiscalía General de la Nación, en 
búsqueda del Principio de Oportunidad (Samuel Moreno era "el director de la orquesta", 
2011).  
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Figura 3-1: Estructura general del carrusel de contratación en Bogotá. 
 
Elaboración: Propia  
Fuente: Samuel Moreno era “el director de la orquesta”, 2011. El espectador. 
 
1. Alcalde
Samuel Moreno
2. Senador 3. Contratista 4. Contratista 5. Abogado
Iván Moreno Julio Gómez Emilio Tapia Alvaro Dávila
Maneja EAAB Maneja el IDU Maneja el IDU Maneja el IDU
2 primeros años 2 segundos años 4 años
Exige a los Nule las
estaciones de gasol. Ratifica a L. Pardo Ratifica a I. Melendez Cobro de comisiones
Ctos. Asesoria x adj.
Nombra N. Ramirez
Fichas Inf. IDU
1, 2, 3, 4 y 5: Los Paralelos, porque mandaban por fuera del IDU A. M. Ospina
3, 4 y 5: Actauban a nombre del Alcade y su hermano Edo. Montenegro
  
 
4. Conclusiones 
4.1 Generales 
Conforme con la descripción que hace transparencia internacional, sobre lo que es la 
corrupción mundial, para el estudio de caso se observa que en Colombia se evidencia en 
todas sus formas e incide y permean todos los aspectos de la vida social, política y 
económica del país.  
 
La gestión pública, en nuestro país, más que velar por el interés general de una nación, 
está diseñada para la proteger los intereses específicos de un grupo de personas 
(políticos y contratistas) que la manipulan y la ponen a su servicio. 
 
Como consecuencia de lo anterior, las prácticas de corruptela hacen más amplia la 
brecha entre las clases altas y bajas del país, pues mientras los primeros tienen todas las 
opciones de manejar el Estado para su beneficio (corrupción blanca, de acuerdo a los 
perfiles profesionales y laborales de los implicados), las clases menos favorecidas son 
afectadas en sus condiciones de vida, la inversión social se ve reducida y la poca que se 
pueda dar, está afectada por la mala calidad. 
 
La exclusión social, también es una de las consecuencias que se presenta con esta 
problemática, pues de la misma forma como se generan redes para enriquecerse con el 
tesoro público, también surgen a la par otras para el manejo político del país, situación 
que afecta de manera directa la democracia, trayendo como efecto un circulo político 
impenetrable que solo dirige persiguiendo intereses de carácter más económico que 
social, frenando el desarrollo del país.  
 
A pesar de los esfuerzos que el país viene desarrollando para combatir el flagelo de la 
corrupción en la contratación estatal dentro de los cuales se puede mencionar el Decreto 
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2178 de 2006 (junio 29 de 2009), con el cual se crea el Sistema Electrónico para la 
Contratación Pública (SECOP) y que permite la iteración de entidades, contratistas, 
comunidad y organismos de control, se evidencia que en la contratación estatal existe 
una serie de trampas y esviajes que permiten saltar o alterar los mecanismos 
establecidos para tal fin. 
 
El último esfuerzo implementado por el Estado Colombiano en la lucha contra la 
corrupción, se conoce como la Ley 1474 de julio 12 de 2011 o “Estatuto Anticorrupción”, 
el cual a través de su articulado refuerza procesos sancionatorios existentes y crea 
nuevas barreras que permitan manipular la contratación del Estado, así como la 
influencia de los partidos políticos en dicho fin.  
 
Por ejemplo, para el caso en estudio se puede mencionar los siguientes: la inhabilidad 
para contratar de aquellas personas que han financiado campañas políticas con monto 
superior al 2.5% de la suma máxima a invertir por candidato, la prohibición para que 
servidores públicos gestionen intereses privados, la exclusión de beneficio a delitos 
contra la administración pública relacionados con corrupción, mayores penas por delitos 
de corrupción privada (dádivas) y tráfico de influencias, así como un control a los 
recursos de anticipos girados a los Contratistas, los cuales deberán ser administrados 
por una fiduciaria o patrimonio autónomo irrevocable; hoy en día varias entidades 
estatales acogiéndose a la nueva reglamentación, están optando por no girar recursos de 
anticipo para los nuevos contratos estatales. 
 
Sería objeto de otro análisis, el llevar a cabo el estudio del caso para escándalos de 
corrupción como el de Agro Ingreso Seguro, la DIAN y Salud Coop, con el fin de 
determinar las manifestaciones de corrupción en otros sectores de la economía del país, 
con base las prácticas mostradas en el presente documento. 
 
Se torna interesante, entrar a revisar las causas o razones por las cuales los 
involucrados en el estudio de caso, a pesar de presentar en su gran mayoría un alto nivel 
académico proveniente de varios estudios de postgrado adelantados en prestigiosas 
universidades del país y del exterior, así como una trayectoria profesional exitosa tanto 
en el campo de lo privado como de lo público, se inclinan a una ausencia de valores y 
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ética profesional, que los conducen al perfeccionamiento de las prácticas de la 
corrupción, para que en la mayoría de sus actuaciones no se deje rastro de las mismas. 
Ver anexo 1. 
 
Por último, se considera que no es suficiente el hecho de emitir leyes y procedimientos 
para su control, la corrupción es necesario atacarla desde el mismo punto en donde se 
gestan los principios y valores de las personas, es decir desde la familia en donde se 
desarrolla la moral de las personas y la cultura en la rectitud, pero para tal fin, es 
necesario entrar a solucionar otro tipos de factores que hacen que tales principios y 
enseñanzas pierdan su directriz por diversos factores sociales. Sin embargo, es 
necesario generar conciencia en nuestros hijos, quienes son los representantes de las 
nuevas generaciones y que asumirán la dirección del país en unos pocos años. 
 
4.2 Específicas 
En cuanto a la ciudad de Bogotá, el caso del llamado carrusel de la contratación implicó 
que para más de 8 millones de habitantes, se sufriera un retraso en obras como la de 
Transmilenio por la calle 26, así como un alto número de obras de Valorización y 
mantenimiento de la malla vial de casi dos años de iniciadas las labores, lo que ha 
afectado de manera directa la economía y la movilidad de manera significativa y que a 
hoy en día se encuentran sin finalizar. 
 
A la fecha, tanto la Procuraduría General de la Nación como la Fiscalía General de la 
Nación, vienen liderando un proceso de lucha contra la corrupción, y a diferencia de años 
anteriores, han aunado esfuerzos para investigar y sancionar ejemplarmente los casos 
de corrupción. Sin embargo, es necesario complementar estas acciones mediante el 
mejoramiento de los mecanismos que permitan reforzar los procesos de rendición de 
cuentas, como mejor alternativa para el seguimiento a la inversión de los recursos 
públicos. 
 
Ahora, revisando el tema de la Burocracia, sus transformaciones e imperfecciones, se 
puede resaltar que para el caso en estudio es evidente el tema de la Jerarquización 
como base del proceso de decisión en donde se puede ver que quien decide es siempre 
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aquel que ocupa el puesto jerárquico más alto, aunque no sepa sobre el tema a resolver 
y adicionalmente, la mayor parte de las dediciones adoptadas tienen un alto componente 
de presión política.  
 
Finalmente, se resalta la poca efectividad de la Contraloría como Ente de Control Fiscal 
frente al caso del Carrusel de la Contratación cuyo representante se vio involucrado por 
su participación en dicho escándalo y que a pesar de haber ejercido un control previo y 
acompañamiento en el proceso, no tomo las medidas preventivas para evitar todos los 
inconvenientes objeto del presente estudio. Revisando el proceso de nombramiento del 
Contralor Distrital, se puede ver que el mismo se ha visto manipulado por la tendencia de 
los partidos políticos, quienes a través de sus representantes en el Concejo (nombrados 
por elecciones populares y que hacen parte de los mismos partidos políticos), nombran 
un Contralor que favorezca sus intereses personales y de partido.  
 
Como propuesta para combatir este tipo de delegaciones, se considera que el país debe 
modificar la forma como nombra los representantes para sus Entes de Control, 
ajustándose a experiencias exitosas como el caso de la GAO en Estados Unidos, en 
donde su representante es apolítico y tiene una permanencia mínima en su cargo de 15 
años, lo que le permite dar continuidad a los procesos a su cargo y garantizar su 
independencia para la toma de decisiones en cuestiones de corrupción.  
 
Se puede pensar que parte de la solución al tema de la corrupción tanto para los 
organismos de control en toda su esencia, así como las Entidades Públicas, se debería 
nombrar sus cargos directivos bajo un sistema de Carrera Administrativa por meritocracia 
y no como se viene adelantando hoy en día en donde los nombramientos obedecen a 
cuotas políticas y únicamente están disponibles a concurso bajo la modalidad de carrera 
administrativa los cargos de medio y bajo perfil, sometiéndose al mando de directivos 
politizados que llegan por recomendación de altos dirigentes, en su mayoría sin tener 
conocimiento del cargo que desempeñan y sus funciones, en donde solamente piensan y 
actúan con base a los intereses particulares del partido que los postula o de intereses 
personales para su propio beneficio, sin ejercer un trabajo bajo el postulado del interés 
general, fin para el cual han sido nombrados como funcionarios públicos. 
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Como consecuencia del impacto en las investigaciones que tienen origen en la 
contratación pública, se ha paralizado el quehacer en la administración tanto para 
comprometer nuevos recursos como para ejecutar los ya comprometidos, situación que 
va en contravía de la gestión pública que pretende la optimización de los recursos en el 
cumplimiento de los resultados en pro del beneficio común. 
 
  
 
A. Anexo: Perfil de los principales protagonistas 
Implicado Cargo  Estudios Experiencia 
SAMUEL MORENO 
ROJAS (Fundación 
Wikimedia). 
Alcalde Mayor de 
Bogotá 
 Licenciado en Derecho y Economía 
-Universidad del Rosario. 
 Especialista en Administración – 
Universidades: Javeriana, del 
Rosario y de los Andes. 
 Magister en Administración Pública - 
Escuela de Gobierno John F. 
Kennedy, de la Universidad de 
Harvard. 
 Senador de la República (1991 1994, 1998 y 
2002).  
 Elegido Alcalde Mayor de Bogotá (2008-2011). 
IVÁN MORENO ROJAS 
(Fundación Wikimedia). 
Senador de la 
República 
 Médico cirujano – Universidad 
Militar Nueva Granada. 
 Concejal de Bucaramanga (1990-1992).  
 Representante a la Cámara de Santander (1990-
1992). 
 Viceministro de Salud Pública (1996). 
 Ministro de Trabajo y Seguridad Social (1997). 
 Alcalde de Bucaramanga (2001 – 2003). 
 Senador de la República (2006- 2010). 
MIGUEL ANGEL 
MORALES RUSSI (La 
silla vacía). 
Contralor Distrital  Abogado - Universidad Libre. 
 Especialista en Derecho de los 
Negocios - Universidad Externado 
de Colombia. 
 Especialista en Gerencia Pública y 
Control Fiscal - Universidad del 
Rosario.  
 Magister en Derecho - Universidad 
 Vice contralor distrital (2002 y 2004). 
 Consultor nacional de la Defensoría del Pueblo, 
el Banco Mundial, PNUD y la Organización de 
Estados Iberoamericanos. 
 Jefe de la Oficina Jurídica y Secretario General 
del DANE y Gerente Logístico Nacional del 
Censo de 1993. 
 Gerente en la Contraloría de Boyacá  
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Nacional de Colombia. 
 Diplomado en Planeación 
Estratégica - Universidad de los 
Andes y la Universidad Javeriana. 
 Director de capacitación Contraloría General, 
Supervisor de Auditoría e Investigador Fiscal y 
Profesor de Contratación Administrativa y de 
Procesos de Responsabilidad Fiscal en la 
Escuela de Capacitación de la Contraloría 
(1999). 
 Contralor Auxiliar Contraloría Distrital (2003). 
 Contralor Distrital (2008-2011). 
GERMAN OLANO 
BECERRA (Fundación 
Wikimedia). 
Ex Representante 
a la Cámara  
 Abogado - Universidad Externado 
de Colombia. 
 Especialista en Gestión Pública e 
Instituciones Administrativas - 
Universidad de los Andes. 
 Magíster en Ciencias Políticas – 
Universidad Javeriana. 
 Especialista en Gestión y 
Administración Pública - Universidad 
Complutense de Madrid. 
 Estudios de Alto Gobierno - 
Universidad de Los Andes. 
 Juez Promiscuo del Municipio de Corrales 
Boyacá, 1984. 
 Responsable de la Unidad de Indagación 
Preliminar del Distrito Judicial de Santa Rosa de 
Biterbo (1987–1988). 
 Auditor Nacional ante el Instituto Colombiano de 
Hidrología Meteorología y Adecuación de Tierras 
HIMAT (1990). 
 Subgerente Comercial del IDEMA (1995). 
 Presidente de la Junta Directiva de la Bolsa 
Nacional Agropecuaria, (1994–1995). 
 Presidente de la Junta Directiva del 
Departamento Administrativo de Bienestar 
Social de Bogotá, (1991–1992). 
 Presidente de la Junta Directiva de la Terminal 
de Transportes de Bogotá, (1991–1992). 
 Presidente de la Junta Directiva del Fondo de 
Educación y Seguridad Vial “FONDATT”, (1991–
1992). 
 Presidente y Vicepresidente de la Junta 
Directiva de la Empresa de Energía Eléctrica de 
Bogotá, (1991–1993). 
 Concejal de Bogotá por 3 periodos consecutivos. 
 Representante a la Cámara (2007-2008). 
LILIANA PARDO GAONA 
(La silla vacía). 
Directora IDU  Abogada - Universidad Javeriana 
 Especialista en Derecho Financiero  
 Asesora en temas públicos, incluyendo una 
asesoría a la Asamblea Constituyente de 1991 y 
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otra a la Comisión de Presentación de la Ley 
100 de 1993. 
 Asesora en las elecciones legislativas de 1998. 
 Directora del Fondo de Cofinanciación de Vías y 
del Fondo de Infraestructura Urbana (1999) 
 Asesora de la Procuraduría General de la 
Nación. 
 Gerente del Fondo de Ventas Populares (2004). 
 Gerente del Fondo de Vigilancia y Seguridad 
(2005). 
 Directora del IDU (2207-2010) 
INOCENCIO MELENDEZ 
JULIO 
(Afrocolmobianosvisibles). 
Director Jurídico 
IDU 
 Abogado – Universidad Libre.  
 Especialista en Derecho Procesal - 
Universidad Libre. 
 Especialista en Derecho Público y 
Sociología Política - Universidad 
Externado. 
  Especialista en Derecho 
Administrativo Económico - 
Universidad de Salamanca España.  
 Magíster en Derecho - Universidad 
Nacional de Colombia. 
 MBA en Administración - 
Universidad de los Andes. 
 Doctorado en Derecho Patrimonial - 
Universidad Nacional de Madrid. 
 Revisor de control previo en la Contraloría 
General. 
 Profesional universitario en el Ministerio del 
Interior (1992) 
 Asesor de la Procuraduría General de la Nación. 
 Jefe de oficina de la Contraloría de Bogotá. 
 Instituto de Desarrollo Urbano, Subdirector 
técnico (2006), Director técnico legal y 
Subdirector jurídico (2009).  
MIGUEL EDUARDO 
NULE VELILLA (La caída 
del imperio de los Nule, 
2010). 
Contratista   Ingeniero Civil - Universidad de Los 
Andes. 
 Fundador de empresas como MNV S.A. 
(Sincelejo 1994), Bitácora Soluciones (1999), 
Ponce de León y Asociados, Translogistic S.A. y 
socio de empresas mixtas como Kpital Energía 
S.A., Aguas Kapital S.A. ESP, Aguas Kapital 
Bogotá, Aguas Kapital Cúcuta S.A. ESP (2006), 
Agua de Los Patios S.A., Aguas Kapital 
Macondo, Aguas del Alto Magdalena, Gas 
Kapital GR S.A., Enertolima (2003) y Empresa 
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de Energía de Pereira S.A. ESP (2008). 
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